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III.  Sistema Interamericano

1.  Corte Interamericana de Derechos Humanos*

Caso Masacre de Santo Domingo vs. Colombia. Resumen Oficial emitido por la 
Corte Interamericana. Sentencia de 30 de noviembre de 2012 (Excepciones 
Preliminares, Fondo y Reparaciones)
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El 30 de noviembre de 2012 la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
dictó sentencia en contra del Estado colombiano en el caso de la Masacre de Santo 
Domingo. En esta decisión la Corte declaró la responsabilidad del Estado por la 
muerte de 17 personas y las lesiones sufridas por otras 27, como consecuencia 
del bombardeo (específicamente por el lanzamiento de una bomba tipo cluster) 
realizado el 13 de diciembre de 1998 por la Fuerza Aérea Colombiana sobre la 
vereda Santo Domingo, en el marco de una operación militar en contra del grupo 
guerrillero Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (párr. 53 y ss.). En la 
sentencia la Corte trata varios temas de interés.1 Sin embargo, en este comentario 
se quiere resaltar particularmente el análisis de normas y principios del Derecho 
Internacional Humanitario (DIH) realizado por la Corte como herramienta me-
todológica para la interpretación de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (CADH). La importancia de este tema se deriva de dos circunstancias. 
Por un lado, las consideraciones de la Corte al respecto contribuyen a la conso-
lidación de su jurisprudencia en un tema que es fundamental para la efectiva 

1 La Corte también se refiere a la excepción preliminar sobre “falta de agotamiento de los 
recursos internos” presentada por el Estado, a la violación del principio de stoppel por medio del 
“reconocimiento de responsabilidad” parcial realizado por el Estado, a la violación del derecho a 
la circulación y residencia debido al desplazamiento forzado del que fue víctima la población de 
Santo Domingo como consecuencia del bombardeo, y a las reparaciones que fueron ordenadas a 
nivel interno por la jurisdicción contencioso administrativa. 
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protección de derechos en el sistema interamericano. Por otro lado, el debate 
suscitado a propósito de este tema refleja cómo el Estado no es capaz de articular 
una estrategia de defensa sólida (probablemente debido a la connotación política 
que los hechos en disputa tienen a nivel interno), lo que conduce al planteamiento 
de argumentos contradictorios y demuestra la dificultad con la que problemas 
de esta índole son tematizados por los órganos estatales.

Como primera excepción preliminar el Estado alegó la falta de competencia 
ratione materiae de la Corte para pronunciarse sobre este caso, debido a que la 
afectación de la vida e integridad personal de las víctimas (así como de los demás 
derechos por cuya vulneración se condenó a Colombia) se dio en una “situación 
típica de conflicto armado”. Esta circunstancia da lugar a evaluar el posible in-
cumplimiento de normas del DIH, lo que según el Estado no le corresponde a 
la Corte, ya que “la única fuente de derecho admitida por la misma Convención 
como objeto de determinación de responsabilidad internacional es la Convención 
Americana”. La base para esta afirmación son los artículos 1, 33 y 44 CADH. 
En su argumentación el Estado reconoce que el DIH es norma especial frente 
al Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDH) y que estos dos 
ordenamientos son “paralelos y concurrentes”. Sin embargo, el Estado afirma 
que al considerar la muerte de una persona en el marco de un conflicto armado 
no internacional como una vulneración de claúsulas de derechos humanos, la 
Corte estaría generando una “superposición de competencias”, lo que implicaría 
exijir a los Estados más de lo que ha sido aceptado por ellos al momento de la 
ratificación de la CADH. El hecho de que una misma situación pueda involucrar 
normas del DIH y del DIDH constituye para el Estado un conflicto que debe 
ser resuelto desde una perspectiva formal aplicando la concepción “ortodoxa” 
de la especialidad.

Debido a la proliferación de situaciones en las que los derechos civiles y políti-
cos se ven amenazados y que no necesariamente encuadran en la idea tradicional 
de guerra regular, el DIH y el DIDH se han acercado poco a poco. Estas dos 
ramas del derecho comparten la finalidad de proteger al individuo en circuns-
tancias de especial vulnerabilidad. En ciertos contextos su objeto de protección 
puede entonces coincidir y en este sentido se entrecruzan. La relación entre el 
DIH y el DIDH puede ser explicada en consecuencia a partir de tres enfoques: 
(i) El enfoque de aplicación subsidiaraia, (ii) El enfoque de reenvío y (iii) El 
enfoque de fusión.2 En el primero el DIDH llena los vacíos que deja el DIH, 
al ser este último más concreto y tener un ámbito de aplicación más limitado. 

2 KOLB, Robert / HYDE, Richard, An Introduction to the International Law of  Armed 
Conflicts (Oxford-Portland, 2008), pp. 269 s. 
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En el segundo un régimen (que hace las veces de lex specialis) está llamado a 
concretar las normas que integran al otro y que son formuladas de manera vaga. 
En este sentido, cuando el DIDH ha estipulado que nadie puede ser privado del 
derecho a la vida arbitrariamente (por ejemplo el artículo 4 CADH) y se está 
ante una situación de conflicto armado (en la que el derecho a la vida en todo 
caso se mantiene vigente), las normas humanitarias deben ser utilizadas como 
criterios de interpretación debido a su especialidad, para poder establecer qué se 
entiende en dichas circunstancias por privación arbitraria. En el tercer enfoque 
se trata de establecer un mínimo de protección, un núcleo común al DIH y al 
DIDH, que sea aplicable a cualquier tipo de situación de violencia en la que los 
derechos individuales puedan resultar afectados.3 La premisa básica de estos 
tres enfoques es que los dos ordenamientos pueden coexistir y tener frente a 
una misma situación aplicación simultánea.

La juriprudencia de la Corte que se reitera en el caso Santo Domingo corres-
ponde precisamente al enfoque de reenvío. Ciertamente la posibilidad de analizar 
normas del DIH para establecer la responsabilidad de los Estados parte de la 
CADH no es un tema nuevo. En una primera etapa la Comision Interamericana 
insistió ante la Corte en la aplicación directa de dichas normas.4 Sin embargo, esta 
posición no fue aceptada. La Corte ha aclarado en varios casos que las normas 
humanitarias son relevantes en este contexto siempre que se cumpla con dos con-
diciones, a saber: (i) la supuesta violación de un derecho consagrado en la CADH 
debe haber tenido lugar en el marco de un conflicto armado y (ii) el análisis del 
DIH debe ser necesario para dilucidar y entender el alcance de las normas del 
DIDH en una situación compleja como ésta.5 Es decir, la violación del DIH no 

3 La denominada declaración de Turku en la que se intentó establecer un núcleo común entre 
el DIH y el DIDH como “estándar mínimo de humanidad” es expresión de este tercer enfoque. 
Al respecto ver: ODELLO, Marco, Fundamental Standards of  Humanity. A Common Language of  
International Humanitarian Law and Human Rights Law, en: ARNOLD, Roberta / QUÉNIVET, 
Noëlle (editores), International Humanitarian Law and Human Rights Law – Towards a New 
Merger in International Law (Boston, 2008), pp. 15 y ss. 

4 Ver: Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Caso Juan Carlos Abella vs. Argentina, 
Informe Nº 55/97, Caso 11.137, 18 de noviembre de 1997. 

5 La Corte sostuvo en el caso Las Palmeras que su competencia se limita a establecer la 
compatibilidad de los actos o normas de los Estados parte con la CADH. Pero al mismo tiempo 
afirmó que la Corte puede analizar la compatibilidad de cualquier norma, bien sea nacional o 
internacional, aplicada por un Estado parte. Ver: Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
Caso Las Palmeras vs. Colombia, sentencia sobre excepciones preliminares del 4 de febrero de 
2000, párr. 33 y ss. En casos posteriores la Corte se ha referido a este mismo tema con mayor 
precisión y ha sostenido expresamente que no es posible ignorar la existencia de deberes 
generales y especiales de protección de la población civil a cargo del Estado y que se derivan 
del DIH. Por esta razón ha sostenido también que dichas normas, en particular el artículo 3 
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puede constituir un argumento independiente para declarar la responsabilidad 
de un Estado, por esta razón el análisis debe estar siempre redireccionado a las 
normas de la CADH.6

La posición de la Corte frente a este tema deja en evidencia la debilidad de 
la argumentación del Estado en el caso de la masacre de Santo Domingo. El 
Estado afirma, aparentemente en concordancia con lo dicho en casos anteriores 
por la misma Corte, que el DIH y el DIDH son regímenes confluyentes, que el 
DIH es norma especial frente al DIDH y que en consecuencia el primero puede 
ser tenido en cuenta como criterio de interpretación del segundo; pero al mis-
mo tiempo concluye que la Corte no se puede pronunciar sobre la violación de 
derechos (como el derecho a la vida) en un caso en el que la Fueza Aérea arroja 
una bomba sobre un territorio en el que se encuentran miembros de la población 
civil. Al presentar la excepción preliminar el Estado plantea entonces una serie 
de premisas que también han sido defendidas por la Corte, pero propone una 
conclusión que no se deriva de ellas. El error parece estar en la entendimiento 
equivocado de la relación de especialidad entre el DIH y el DIDH, lo cual es 
preocupante si se tiene en cuenta que en el fondo lo que se está sugiriendo, es 
que en situaciones de conflicto armado el Estado no está vinculado por las obli-
gaciones que emanan de la CADH y que por tanto está “libre” de la jurisdicción 
de la Corte.

En su afán por disuadir a la Corte de pronunciarse de fondo en este caso, el 
Estado desconoce que el razonamiento sobre lex specialis no tiene en materia de 
derechos humanos la misma connotación que en otras ramas del derecho, en las 
que la ley especial excluye la aplicación de la ley general. El reconocimiento de 
la especialidad del DIH frente al DIDH busca, por el contrario, la articulación 
de los valores y principios subyacentes a estas normas. Además pretende resaltar 
el hecho de que el DIH en muchas situaciones está en capacidad de proporcionar 
un referente más preciso sobre los deberes de protección que tiene el Estado en 

común a los convenios de Ginebra de 1949 y el Protocolo II, son útiles para la interpretación 
de la CADH. Ver: Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Masacre de Mapiripán vs. 
Colombia, sentencia del 15 de Septiembre de 2005, párr. 114 y ss.; y Caso Hermanas Serrano 
Cruz vs. El Salvador, sentencia sobre excepciones preliminares del 23 de noviembre de 2004, 
párr. 112 y ss.

6 Sobre la evolución de la jurisprudencia de la Corte ver: BUIS, Emiliano, The Implementation 
of  International Humanitarian Law by Human Rights Courts: The Example of  the Inter-American 
Human Rights System, en: ARNOLD, Roberta / QUÉNIVET, Noëlle (editores), International 
Humanitarian Law and Human Rights Law – Towards a New Merger in International Law (Boston, 
2008), p. 269 y ss.
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situaciones de violencia.7 Por esta razón la relación de especialidad va más allá 
de un asunto meramente formal. Se trata más bien de la articulación de los dos 
ordenamientos a partir de consideraciones sustanciales, para fortalecer la pro-
tección del individuo en circunstancias en las que los derechos civiles fácilmente 
pueden resultar vulnerados.

Esta forma de entender la relación entre el DIH y el DIDH está condicionada 
por la preeminencia que la interpretación teleológica tiene en los tratados de 
derechos humanos. Estos tratados tienen como objetivo fundamental la reali-
zación material de los valores en ellos consagrados, como condiciones mínimas 
ético-jurídicas de la actuación estatal. Esto exige una interpretación propositiva 
que les permita evolucionar y ser dinámicos. Adicionalmente, teniendo en cuenta 
que en su mayoría las normas del DIDH son de textura abierta, es decir que no 
incorporan una regla de comportamiento o un deber concreto, el seguimiento 
estricto de la voluntad expresada por los Estados al momento específico de la 
suscripción de un tratado de derechos humanos, limitaría la interpretación a la 
simple exégesis de su texto, de manera que el tratado sería inoperante en muchos 
casos. Por esta razón, siempre que el objeto de protección del DIDH y del DIH 
coinciden, las normas especiales del DIH (por dirigirse a situaciones de conflicto 
e incorporar deberes concretos en dichos contextos) estan orientadas a la mate-
rialización de las normas más generales del DIDH.8 Esto es precisamente lo que 
ha hecho la Corte en la sentencia que aquí se comenta cuando, por ejemplo, con 
base en las reglas derivadas de los principios de distinción y precaución concluye 
que el Estado no actuó con el cuidado debido en la ejecución de la operación 
militar que causó las muertes y lesiones por las que es condenado. La falta de 
precisión al darse la instrucción de lanzamiento de la bomba cluster, así como 
el hecho de haber sido lanzada a pesar de que existían para la época manuales y 
reglamentos que indicaban que este tipo de arma no debía ser utilizada cerca de 
la población civil, fueron aspectos tomados en cuenta por la Corte y analizados 
a la luz del DIH, para llegar a esta conclusión y establecer que dichas muertes 
y lesiones constituían una privación arbitraria de la vida y una afectación a la 
integridad física contrarias a la CADH.

Más allá de la discusión al interior del sistema interamericano sobre si es viable 
la aplicación directa del DIH o si las normas humanitarias se deben tomar más 

7 Sobre la aplicación de lex specialis e interpretación legal en derechos humanos ver: MCCAR-
THY, Conor, Legal Conclusion or Interpretative Process? Lex Specialis and the Applicability of  
International Human Rights Standards, en: ARNOLD, Roberta / QUÉNIVET, Noëlle (editores), 
International Humanitarian Law and Human Rights Law – Towards a New Merger in International 
Law (Boston, 2008), pp. 104 y ss.

8 MCCARTHY, ob. cit., pp. 111 y ss.
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bien como criterio de interpretación de la CADH, lo cierto es que en el sistema 
interamericano existe una tendencia decantada a reconocer la cercanía e interac-
ción entre estos dos ordenamientos, con el fin de hacer posible la realización de 
los objetivos del DIDH. La condena contra Colombia en el caso de la masacre de 
Santo Domingo reitera dicha tendencia y constituye un ejemplo claro de la forma 
como los principios del DIH pueden (y deben) ser utilizados para establecer la 
responsabilidad de los Estados en el sistema interamericano, cuando el contexto 
en el que han tenido lugar los hechos discutidos así lo amerita. La presentación 
del DIH y del DIDH como dos cuerpos normativos independientes que se exclu-
yen entre sí (como al parecer lo hizo Colombia) no es admisible dado el estado 
actual de la discusión en el derecho internacional público. El desconocimiento 
de la jurisprudencia de la Corte sobre aspectos esenciales para el entendimiento 
del ámbito de aplicación de la CADH y de las obligaciones que de ella se derivan 
para los Estados parte, sugiere que la discusión técnica en materia de derechos 
humanos y su protección sigue siendo un tema incómodo para el Estado colom-
biano, lo que en últimas afecta, no solamente su estrategia de litigio internacional, 
sino también la garantía efectiva de los derechos a nivel interno.

Sentencia

El 30 de noviembre de 2012 la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 
(en adelante “la Corte Interamericana”, 
“la Corte” o “el Tribunal”) dictó una 
Sentencia, mediante la cual declaró 
responsable internacionalmente a la 
República de Colombia por las viola-
ciones de derechos humanos cometidas 
por el lanzamiento de un dispositivo 
explosivo por parte de la Fuerza Aérea 
Colombiana el 13 de diciembre de 1998 
en el caserío de Santo Domingo, del De-
partamento de Arauca en Colombia.

I. Hechos

El 12 de diciembre de 1998, mien-
tras se llevaba a cabo en la vereda de 
Santo Domingo un “bazar” en el marco 
del cual se realizaron diversas activida-
des deportivas, las Fuerzas Armadas 
de Colombia y la guerrilla protagoni-

zaron enfrentamientos, luego de que 
una avioneta Cessna aterrizara sobre la 
carretera que conduce de la vereda de 
Santo Domingo a Panamá de Arauca o 
Pueblo Nuevo con dinero o armas para 
actividades de narcotráfico. En el marco 
de esos hechos, las Fuerzas Armadas 
planearon una operación militar aero-
transportada que se prolongó por varios 
días y en la cual también participaron 
la XVIII Brigada del Ejército Nacional 
y el Batallón Contraguerrilla No. 36. 
En ese contexto, el 13 de diciembre de 
1998, varias aeronaves sobrevolaban los 
alrededores de Santo Domingo en horas 
de la mañana y, a las 10:02 A.M., la 
tripulación del helicóptero UH1H 4407 
de la Fuerza Aérea Colombiana lanzó un 
dispositivo cluster de tipo AN-M1A2, 
compuesto por seis granadas o bombas 
de fragmentación AN-M41A, sobre 
la calle principal de Santo Domingo, 
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provocando la muerte de 17 personas, 
de las cuales seis eran niños y niñas, e 
hiriendo a otras 27 personas, entre ellas 
10 niñas y niños.

El Tribunal también constató que, 
como consecuencia de los hechos, ese 
mismo 13 de diciembre de 1998 la 
población de Santo Domingo tuvo que 
abandonar sus residencias y movilizarse 
al corregimiento de Betoyes en el muni-
cipio de Tame, y a las ciudades de Tame 
y Saravena, situación que se intensificó 
a partir de las 10 A.M., cuando grupos 
de personas salían de Santo Domingo. 
La Corte también pudo constatar que, 
con posterioridad al lanzamiento del 
dispositivo cluster, la Fuerza Área Co-
lombiana realizó ametrallamientos des-
de las aeronaves contra personas que se 
desplazaban en la carretera en dirección 
opuesta al caserío, ya fuera caminando 
o en un vehículo. El regreso de varios 
de los pobladores se efectuó a partir de 
enero de 1999. Como consecuencia de 
esos hechos, fueron condenados tres 
tripulantes de la aeronave que lanzó el 
dispositivo sobre el caserío de Santo 
Domingo. Dicho fallo fue confirmado 
por el Tribunal Superior de Bogotá en 
junio de 2011 respecto de dos de los 
tripulantes. La jurisdicción contencioso 
administrativa también estableció la 
responsabilidad del Estado colombiano 
por los hechos de Santo Domingo.

II. Excepciones Preliminares

En el trámite del caso ante la Corte 
Interamericana, el Estado de Colombia 
presentó dos excepciones preliminares: 
por alegadas falta de competencia ratio-
ne materiae y falta de agotamiento de los 
recursos internos. La Corte desestimó la 

primera excepción considerando que, si 
bien la Convención Americana sólo le ha 
atribuido competencia para determinar 
la compatibilidad de las acciones y omi-
siones o de las normas de los Estados 
con la propia Convención y no con las 
disposiciones de otros tratados o nor-
mas consuetudinarias, en el ejercicio de 
dicho examen, puede, como lo ha hecho 
en otros casos, interpretar a la luz de 
otros tratados los derechos contenidos 
en la misma Convención, en particular el 
Derecho Internacional Humanitario. En 
lo que se refiere a la segunda excepción 
preliminar, la Corte también la desesti-
mó recordando que, si bien el proceso 
contencioso administrativo puede ser 
relevante en la calificación y definición 
de determinados aspectos o alcances de 
la responsabilidad estatal, así como en la 
satisfacción de ciertas pretensiones en 
el marco de una reparación integral en 
un proceso ante el Sistema Interameri-
cano, en casos como el presente no es 
un recurso que necesariamente deba ser 
siempre agotado, por lo que no inhibía 
la competencia de la Corte para conocer 
del presente caso.

III. Alegado “reconocimiento” de 
responsabilidad del Estado

Por otro lado, en el trámite del caso 
ante la Corte, el Estado planteó un 
“reconocimiento” de responsabilidad 
por la violación del derecho a conocer la 
verdad y “el acceso a la administración 
de justicia” de las víctimas, alegando 
que existía una “enorme confusión” 
y posiciones contradictorias sobre los 
hechos por las “falencias probatorias 
en las que se ha incurrido a lo largo 
de los procesos penales internos”. El 
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Estado hizo referencia, en particular, 
a una sentencia de enero de 2011, en 
la cual se condenó a un guerrillero por 
delitos que involucran, entre otros, los 
hechos de Santo Domingo, en contra-
dicción con las otras sentencias que 
fueron pronunciadas a nivel interno. No 
obstante, se observó que tal proceso no 
conformaba el marco fáctico del caso 
ante la Corte y que dicho acto que el 
Estado denominó “reconocimiento” 
contradice lo que sostuvo durante el 
trámite del caso ante la Comisión Inte-
ramericana de Derechos Humanos. La 
Corte consideró que, en los términos 
en que el propio Estado lo ha expuesto, 
el referido acto “no implica reconocer 
ni aceptar los hechos presentados por 
la Comisión y por las víctimas”, por 
lo que no sería considerado como un 
reconocimiento de responsabilidad ni 
tenía efectos jurídicos.

IV. Fondo

Con respecto a la alegada violación 
a las garantías y protección judiciales, 
reconocidas en los artículos 8 y 25 de 
la Convención, el Tribunal constató 
que no había sido demostrado que el 
Estado dejara de realizar una investi-
gación seria, diligente, exhaustiva y en 
un plazo razonable, y por el contrario, 
consideró que los otros mecanismos y 
procedimientos internos han coadyu-
vado en el esclarecimiento de la verdad 
y en la determinación de los alcances 
de la responsabilidad del Estado. En 
consecuencia, la Corte consideró que 
el Estado no violó los artículos 8 y 25 
de la Convención y que, en atención al 
principio de complementariedad, no ha-
bría sido necesario pronunciarse sobre 

los hechos que generaron las violaciones 
de derechos establecidas y reparadas a 
nivel interno. Sin embargo, el Tribunal 
observó que durante el proceso ante la 
Corte, el Estado pretendió desconocer 
e incluso puso en duda lo que sus órga-
nos judiciales y administrativos habían 
realizado para determinar la verdad de 
lo sucedido y las responsabilidades sub-
secuentes, así como para reparar a las 
víctimas, manteniendo la controversia 
sobre los hechos, por lo que el Tribunal 
procedió a analizar las alegadas violacio-
nes a la Convención.

El Tribunal constató que, dada la 
capacidad letal y la precisión limitada 
del dispositivo utilizado, el lanzamiento 
del mismo en el casco urbano del caserío 
de Santo Domingo o cerca de ahí, era 
contrario al principio de precaución re-
conocido por el Derecho Internacional 
Humanitario, lo que permitió a la Corte 
declarar la responsabilidad del Estado 
por la violación del derecho a la vida, en 
perjuicio de las personas fallecidas en 
el caserío de Santo Domingo, así como 
del derecho a la integridad personal en 
perjuicio de las personas que resultaron 
heridas.

Por otro lado, el Tribunal constató 
que los actos de ametrallamiento contra 
la población civil por parte de miem-
bros de la Fuerza Aérea implicaron 
un incumplimiento de la obligación 
de garantizar los derechos a la vida e 
integridad personal, en los términos 
de la Convención Americana, de pobla-
dores de Santo Domingo que se vieron 
afectados por la puesta en riesgo de sus 
derechos. La Corte también concluyó 
que el Estado había incumplido con 
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su deber de protección especial de las 
niñas y niños afectados por los hechos 
de Santo Domingo, toda vez que no 
cumplió con su obligación especial de 
protección en el marco de un conflicto 
armado no internacional, y consideró 
que las violaciones de los derechos a la 
vida e integridad personal declaradas 
anteriormente, deben entenderse en 
relación con la violación del derecho 
a las medidas especiales de protección 
de los niños y niñas que fallecieron y de 
los que resultaron heridos. Del mismo 
modo, la Corte consideró que el Estado 
era responsable por la violación del 
derecho a la integridad personal, en per-
juicio de los familiares de las víctimas 
de los hechos.

La Corte concluyó, asimismo, que 
la situación de desplazamiento forzado 
interno que enfrentaron las víctimas 
que resultaron heridas y sus familiares 
fue consecuencia de la explosión del 
dispositivo cluster en el caserío de Santo 
Domingo, aunado al miedo y a las afec-
taciones psicológicas que les generaron 
los enfrentamientos cercanos, así como 
los referidos ametrallamientos, y que 
por tanto el Estado era responsable de 
la violación de la libertad de circulación 
y residencia, en relación con el derecho 
a la integridad personal, respecto de las 
personas heridas en Santo Domingo. 
Los hechos del presente caso permitie-
ron también al Tribunal concluir que 
los daños producidos por el lanzamien-
to de una bomba de racimo en Santo 
Domingo son imputables a la Fuerza 
Aérea Colombiana, y por tanto que el 
Estado es responsable por la violación 
del derecho a la propiedad, en perjuicio 

de los dueños de las tiendas y viviendas 
afectadas por ese hecho.

Con base en lo anterior, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 
concluyó que:

1. El Estado es responsable por la 
violación del derecho a la vida, recono-
cido en el artículo 4.1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, 
en relación con el artículo 1.1 de dicho 
instrumento, en perjuicio de las perso-
nas fallecidas en los hechos del 13 de 
diciembre de 1998 en Santo Domingo, 
y en relación con el artículo 19 de la 
misma respecto de las víctimas niñas y 
niños fallecidos.

2. El Estado es responsable por la 
violación del derecho a la integridad 
personal, reconocido en el artículo 5.1 
de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en relación con el 
artículo 1.1 de dicho instrumento, en 
perjuicio de las personas que resultaron 
heridas en los hechos del 13 de diciem-
bre de 1998 en Santo Domingo, y en 
relación con el artículo 19 de la misma 
respecto de las víctimas niñas y niños.

3. El Estado es responsable por la 
violación del derecho a la integridad 
personal reconocido en el artículo 5.1 
de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en relación con el 
artículo 1.1 de dicho instrumento, en 
perjuicio de los familiares de las vícti-
mas de los hechos ocurridos en Santo 
Domingo el 13 de diciembre de 1998.

4. El Estado es responsable por la 
violación del derecho a la propiedad 
privada, reconocido en el artículo 21 
de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en relación con el 
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artículo 1.1 de la misma, en perjuicio 
de cuatro de las víctimas.

5. El Estado es responsable por la vio-
lación del derecho de circulación y resi-
dencia, reconocido en el artículo 22 de la 
Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en relación con los artículos 
1.1 y 5.1 de la misma, en perjuicio de las 
personas que sufrieron desplazamiento 
por los hechos del caso.

6. No fue demostrada la alegada 
violación del derecho reconocido en el 
artículo 11 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos.

7. No fue demostrada la alegada 
violación de los derechos reconocidos 
en los artículos 8 y 25 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, 
sin perjuicio de lo cual, a la luz de la 
obligación general contenida en el ar-
tículo 1.1 de la Convención, el Estado 
debe continuar las investigaciones y 
procesos administrativos y judiciales 
en curso, y en su caso continuar los 
demás que correspondan, a efectos de 
determinar completamente los hechos 
del presente caso y las responsabilidades 
correspondientes.

8. No procede analizar los hechos del 
presente caso a la luz del artículo 2 de 
la Convención.

V. Reparaciones

Con respecto a las indemnizaciones, 
el Tribunal señaló que, en atención a 
que los tribunales contenciosos admi-
nistrativos habían dispuesto indemni-
zaciones a favor de la mayoría de las 
víctimas en este caso, con base en lo que 
éstas solicitaron e incluso conciliaron, 
de conformidad con el principio de 
complementariedad, no correspondía 

ordenar reparaciones pecuniarias 
adicionales, sea por daño material o 
inmaterial, a favor de los familiares de 
las víctimas fallecidas, ni de las víctimas 
heridas en los hechos, que ya han sido 
reparadas a nivel interno, sin perjuicio 
de la reparación que corresponda a otras 
de las víctimas que no acudieron a esa 
vía, según lo señalado en la Sentencia.

Por último, la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos expresó que la 
Sentencia constituye una forma de repa-
ración y, adicionalmente, ordenó que el 
Estado debe: i) realizar un acto público 
de reconocimiento de responsabilidad 
internacional por los hechos del presen-
te caso; ii) publicar y difundir la Sen-
tencia de la Corte Interamericana; iii) 
brindar un tratamiento integral en salud 
a las víctimas, y iv) otorgar y ejecutar, 
en el plazo de un año y a través de un 
mecanismo interno expedito, si corres-
pondiere, las indemnizaciones y com-
pensaciones pertinentes por concepto 
de daños materiales e inmateriales, a 
favor de varias de las víctimas heridas y 
de varios familiares de víctimas que no 
acudieron a la jurisdicción contencioso 
administrativo a nivel interno.

La Corte supervisará el cumplimien-
to íntegro de la Sentencia, en ejercicio 
de sus atribuciones y en cumplimiento 
de sus deberes conforme a la Conven-
ción Americana sobre Derechos Huma-
nos, y dará por concluido el presente 
caso una vez que el Estado haya dado 
cabal cumplimiento a lo dispuesto en 
la misma.

El texto íntegro de la Sentencia pue-
de consultarse en el siguiente enlace: 
http://www.corteidh.or.cr/casos.cfm




